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Muy importante es que los inci-
dentes y recursos no tendrán efec-
tos suspensivos, aunque el juez po-
drá adoptar medidas cautelares o 
suspender determinados efectos. 
Con carácter general, las decisio-
nes judiciales no serán recurribles. 

■ Programa de cálculo y simulación 
Se pone a disposición de las partes 
un programa de cálculo y simula-
ción de pagos en línea sin coste, lo 
que permitirá reducir los costes de 
asesoramiento del deudor. 

acceder al procedimiento especial 
(si son microempresas) pueden ac-
ceder al procedimiento de segunda 
oportunidad reformado. 

Se trata de un procedimiento de 
insolvencia único. Pretende encau-
zar tanto las situaciones concursa-
les (de insolvencia actual o inmi-
nente) como las preconcursales 
(probabilidad de insolvencia) y se 
aplicará de manera obligatoria a to-
dos los deudores incluidos en el 
concepto legal de microempresa. 

■ La nueva definición 
Son microempresas aquellas que, 
en la fecha de cierre del balance, 

hayan empleado durante el año pre-
vio a la solicitud de inicio del pro-
cedimiento especial una media de 
menos diez trabajadores y un vo-
lumen de negocio anual inferior a 
700.000 euros o un pasivo menor 
de 350.000 euros, según las últimas 

cuentas cerradas en el ejercicio an-
terior a presentar la solicitud. 

■ Intervención mínima del juez 
La intervención del juez solo se pro-
ducirá para adoptar las decisiones 
más relevantes del procedimiento 
o cuando exista una cuestión liti-
giosa que las partes eleven al juz-
gado.  

Los incidentes se solucionarán, 
salvo excepciones, por un procedi-
miento escrito; y, cuando sea nece-
saria la participación oral de las par-
tes o de expertos se utilizarán las 
vistas virtuales, celebradas por me-
dios telemáticos. 

Los empresarios más pequeños miran con recelo el sistema especial de la futura Ley Concursal, puesto que  
los errores en la información aportada por ellos puede suponer que se califique el procedimiento de culpable 

Xavier Gil Pecharromán MADRID.  

La reforma del texto refundido de 
la Ley Concursal, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2020, de 
5 de mayo, que entrará en vigor es-
te mes despierta recelo entre los 
microempresarios, que tendrán que 
responder de los errores con su pa-
trimonio. Estas son las medidas:  

■ Procedimiento especial 
Una de las grandes novedades de la 
reforma es que las microempresas 
no tienen acceso al concurso ni a los 
acuerdos de reestructuración. En el 
caso de los autónomos, además de 

Se realizará con 
formularios oficiales 
electrónicos 
accesibles en línea, 
sin coste alguno

Pasa a la página siguiente >>>
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■ Un sistema a base de formularios 
Se articula una simplificación pro-
cesal estructural para las partes ba-
sado en que la comunicación en el 
seno del procedimiento se realiza-
rá mediante formularios normali-
zados oficiales electrónicos accesi-
bles en línea, que no tendrán coste 
alguno. Su envío se produce de for-
ma telemática y con carácter gene-
ral, de las vistas orales presencia-
les y su sustitución por virtuales. 

La participación de profesiona-
les (mediador, administrador con-
cursal, experto en reestructuración, 
letrado o procurador) se exige so-
lo para ejecutar determinadas fun-
ciones (por ejemplo, el asesoramien-
to letrado sobre calificación del pro-
cedimiento) o cuando lo soliciten 
las partes y asuman su coste. 

Se trata de un procedimiento for-
mal, en el que se contempla un pe-
ríodo de negociación de tres meses 
no prorrogables, durante los cua-
les se suspenden las ejecuciones 
singulares y se puede preparar un 
plan de continuación o la enajena-
ción de la empresa en funciona-
miento. Finalizado este plazo se ini-
cia un procedimiento formal, pero 
muy flexible y de bajo coste. 

■ Cuidado con la información  
Ocultar información relevante, la 
manipulación de datos o aportar 
información incorrecta o no ente-
ramente veraz tiene consecuen-
cias severas, porque es causa ex-
presa de calificación culpable. La 
adopción de medidas concretas o 
el acceso a determinada informa-
ción debe solicitarse por los inte-
resados. 

■ Elección de procedimiento 
La apertura tiene potestad de so-
licitarla el deudor, los acreedores 
y los socios personalmente res-
ponsables. El solicitante debe ele-
gir el inicio de un procedimiento 
de continuación o uno de liquida-
ción. En el caso de que el solici-
tante sea un acreedor o un socio, 
al inicio del procedimiento el deu-
dor tiene la facultad de modificar 
el itinerario. 

Una vez comenzada la tramita-
ción de un procedimiento de con-
tinuación, los acreedores que repre-
senten una mayoría del pasivo po-
drán, en cualquier momento, for-
zar la liquidación en el caso de que 
el deudor sea insolvente. 

■ Obligaciones formales 
La notificación de la apertura del 
procedimiento a los acreedores se 
realizará por el deudor no por el 
juzgado, por correo electrónico. La 
apertura se publicará en el Regis-
tro Público Concursal y en los Re-
gistros de Bienes y Personas. El deu-
dor deberá comparecer asistido por 
abogado.  

En el procedimiento de continua-
ción los acreedores con un mínimo 
porcentaje del pasivo total pueden 
solicitar la limitación de las facul-

tades de administración y disposi-
ción del deudor. 

También es posible la interven-
ción o sustitución de estas faculta-
des mediante petición expresa en 
la solicitud de nombramiento de 
experto en la reestructuración. 

■ Administrador concursal 
En el procedimiento especial de 
liquidación, los acreedores cuyos 
créditos representen un mínimo 
porcentaje del pasivo total podrán 
solicitar el nombramiento de un 
administrador concursal que sus-
tituya al deudor en sus facultades 
de administración y disposición 
de su patrimonio. El auto del juez 
que resuelva sobre la petición se-
rá recurrible en reposición, que se 
resolverá previa celebración de 
vista. 

■ Suspensión de ejecuciones 
Se produce la suspensión de las eje-
cuciones sobre el patrimonio de la 
microempresa, con la finalidad de 
preservar su valor en funcionamien-
to hasta que se alcance un plan de 
continuación o la venta de la unidad 
productiva. En el caso de bienes y 
derechos sometidos a garantía re-
al solo se producirá cuando así se 
solicita expresamente por el deu-
dor y se reúnen los requisitos lega-
les para ello. 

Recoge expresamente una regla 
de protección del crédito comercial 
que, en condiciones normales de 
mercado, se haya concedido al deu-
dor en los tres meses anteriores a la 
apertura del procedimiento, por me-
dio de la irrescindibilidad, en ausen-
cia de fraude, de las compensacio-
nes efectuadas en el marco de con-
tratos de cuenta corriente o de líneas 
de financiación del circulante. 

Si el deudor es empleador, la plan-
tilla de trabajadores con expresión 
del centro de trabajo al que estu-
vieran afectados, y la identidad de 
los integrantes del órgano de repre-
sentación de los mismos si los hu-
biera, con expresión de la dirección 
electrónica de cada uno de ellos. 

■ Prevalencia en la presentación 
La iniciativa para presentar el plan 
corresponde tanto al deudor como 
a los acreedores, aunque la propues-
ta de aquél tiene preferencia en ca-
so de que se presenten varias. Que-
da a iniciativa del deudor notificar 
la propuesta a los acreedores, a tra-
vés de un sistema por el que que-
dan registradas las notificaciones 
en el juzgado.  

La inacción del deudor se trata 
como una muestra de desinterés 
que arroja suficiente duda sobre las 
posibilidades de éxito del plan lo 
que tiene como consecuencia el cie-
rre del procedimiento, si el deudor 
es solvente, o la apertura de la li-
quidación, cuando se encuentra en 
insolvencia actual.  

Deudor y acreedores tienen li-
bertad para sanear la empresa con 
medidas que sirvan para devolver-
la a un estado de viabilidad soste-
nida en el tiempo. 

Presentado el plan, el deudor y 
los acreedores podrán formular ale-
gaciones a cualquier elemento del 

plan tras lo cual tendrá lugar la vo-
tación que se realizará por medio 
de formulario normalizado oficial 
o por cualquier medio telemático 
habilitado por el juzgado.  

Transcurrido el periodo de vota-
ción, el letrado de la Administra-
ción de Justicia emitirá certifica-
ción con el resultado, que será no-
tificado electrónicamente a deudor 
y acreedores. La votación se reali-
zará por todos aquellos créditos que 
resulten afectados por el plan de 
continuación. Existe una excepción 
para el caso de los créditos por ali-
mentos derivados de relación fami-
liar, para determinados créditos la-
borales, y los créditos derivados de 
daño extracontractual. 

Este solo podrá ser afectado en 
caso de insolvencia inminente o ac-
tual, y en estos supuestos no podrá 
ser afectada la parte de crédito pú-
blico que deba ser calificada como 
privilegiada, ni los porcentajes de 
las cuotas de la Seguridad Social 
cuyo abono corresponda a la em-
presa por contingencias comunes 
y contingencias profesionales, ni 
los porcentajes de la cuota del tra-
bajador que se refieran a contin-
gencias comunes o accidentes de 
trabajo y enfermedad profesional. 

Se entiende que el acreedor que 
no emite voto alguno lo hace a fa-
vor del plan y de la reducción de los 
porcentajes necesarios. El sistema 
de homologación del plan de con-
tinuación se asemeja más a la apro-
bación judicial del convenio en el 
concurso de acreedores. Si hay au-
sencia de voto a favor del plan, la 
homologación judicial es obligada. 

El plan de continuación se enten-
derá cumplido una vez transcurri-
dos 30 días desde el último pago 
previsto sin que nadie haya solici-
tado la declaración de incumpli-
miento. La frustración del plan pue-
de ocurrir por falta de aprobación, 
rechazo a la homologación, por es-
timación de una impugnación de la 
homologación, o, en fin, si se incum-
ple el plan. En todos estos supues-
tos, la consecuencia será la apertu-
ra del procedimiento especial de li-
quidación sobre la microempresa. 
Si el plan de continuación no llega 
a buen fin, el deudor persona físi-
ca podrá intentar la vía de la exo-
neración del pasivo insatisfecho. 

■ Procedimiento de liquidación 
Los efectos de la apertura del pro-
cedimiento de liquidación variarán 
dependiendo de si existe o no po-
sibilidad de transmisión de la em-
presa o de alguna unidad produc-
tiva en funcionamiento. Mientras 
exista esta posibilidad, la apertura 
del procedimiento no afectará a los 
contratos pendientes de ejecución 
y serán ineficaces las cláusulas que 
anuden la resolución automática 
con la apertura de la liquidación. 

Esta situación sucederá cuando 
así lo reconozca el deudor en la so-
licitud de apertura de la liquida-
ción, cuando se determine en el plan 
de liquidación o si se desprende del 
plan de liquidación modificado por 
el juez, tras escuchar a las partes.

Liquidar obliga 
a disolver  
la sociedad 

La apertura del procedimien-

to especial de liquidación su-

pone la disolución de la socie-

dad. Salvo que los acreedores 

soliciten y paguen al adminis-

trador concursal, el deudor 

será el encargado de liquidar 

la masa activa. Sobre la base 

de la lista de bienes y de cré-

ditos aportada por el deudor, 

los acreedores pueden, du-

rante 20 días hábiles, impug-

nar partidas del inventario  

o la cuantía, naturaleza y cir-

cunstancias con que ha sido 

incluido un crédito. La califi-

cación se realizará a través de 

un procedimiento abreviado, 

cuyo comienzo no requiere la 

finalización de las labores de 

liquidación, sino que puede 

desarrollarse en paralelo con 

el resto del procedimiento. En 

la calificación, la administra-

ción concursal juega el papel 

principal. Este trámite proce-

sal debe realizarse con inter-

vención de asistencia letrada. 

Se sustanciará mediante una 

vista virtual, si bien el juez po-

drá convocar una presencial.

>>> Viene de la página anterior
Geografía del procedimiento 
Deudores concursados según tipo de concurso y clase de procedimiento. 1er Trimestre 2022. 

Fuente: Informática registral. elEconomista
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257

125

71

52

87

31

65

54

950

367

11

102

535

77

24

97

15

0

2.920

Andalucía

Aragón

Asturias

Baleares

Canarias

Cantabria

Castilla y León

Castilla La Mancha

Cataluña

Valencia

Extremadura

Galicia

Madrid

Murcia

Navarra

País Vasco

La Rioja

Ceuta y Melilla

Total

VOLUNTARIO

109

58

42

39

30

28

31

26

307

250

10

67

308

63

14

87

7

0

1.476

NECESARIO

13

1

0

1

0

1

0

1

0

0

0

0

8

0

0

1

0

0

130

CONSECUTIVO

147

67

28

13

56

3

33

28

643

117

1

35

219

14

10

9

8

0

1.431

ABREVIADO

187

56

29

37

57

19

42

19

713

199

9

73

267

50

12

44

8

0

1.821

ORDINARIO

10

3

1

10

2

0

0

0

11

4

0

2

14

10

0

2

0

0

69

EXPRÉS

CLASE DE PROCEDIMIENTOTIPO DE CONCURSO

60

66

41

5

28

12

23

35

226

164

2

27

254

17

12

51

7

0

1.030

La notificación  
de la apertura  
debe remitirla el 
deudor, y no el juez,  
a los acreedores 

Se entiende que  
el acreedor que no 
emite voto alguno lo 
hace a favor del plan 
de continuación


